
 
 

 

Doctor. 

JUAN GUILLERMO CORREA GARCÍA  
Subsecretario Corporativo  

Atn: Dr. Gustavo Adolfo Pareja Bustamante- Contratista Subsecretaría corporativa 

 
 

Asunto:  Citación Audiencia Pública- Artículo 86 de la Ley 1474 de 2011  
  Contrato: 3644036-2022 

 
Respetado Doctor, 

 

IVÁN MARCELINO TERÁN LARA, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 1.010.202.406 de 
la ciudad de Bogotá D.C, y portador de la Tarjeta Profesional No. 287.629 del Consejo Superior de la 

Judicatura, actuando como APODERADO ESPECIAL de CONSORCIO INGENIEROS-
PATERMEN, bajo poder debidamente otorgado y remitido a la SECRETARÍA DE SALUD, por medio 

del presente documento, me permito presentar DESCARGOS, en contra de la citación a audiencia de 

que trata el artículo 86 de la Ley 1474 del 2011, identificada con el radicado 2024-EE-92617, de la 
siguiente manera: 

 
I. RESPECTO A LOS ANTECEDENTES CONTRACTUALES 

 
Debemos decir que son ciertos, pero debe precisarse los siguientes aspectos, en los cuales 

inicialmente contamos con la siguiente línea de tiempo:   

 

 
 

No obstante, debe precisarse que cada modificación que sufrió el contrato, estuvo totalmente 

sustentada de la siguiente manera: 
 

MODIFICATORIO No. 1, DEL 22 DE AGOSTO DEL 2022POR SOLICITUD DE LA MISMA 
ENTIDAD  

 



 
 

 

 
PRORROGA No 01, ADICION 01 Y MODIFICACIÓN 02 

 

 
 

 
 

 
Con la inclusión de las siguientes actividades no previstas 

 

ITEM  ACTIVIDAD NO PREVISTA  

1 SUMINISTRO E INSTALACIÓN DE ORINALES 

2 DESMONTE Y MONTAJE DE INODOROS EN MAL ESTADO  

3 
PINTURA PARA ZONAS HÚMEDAS Y TUBERÍAS (ANCHO 

HASTA 50CM) 

4 

DESMONTE E INSTALACIÓN DE DIVISIONES DE 

ALUMINIO EXISTENTE, INCLUYE ACCESORIOS DE 

INSTALACIÓN M2 

5 
SUMINISTRO E INSTALACIÓN DE WIN PARA ENCHAPES, 

INCLUYE MATERIALES Y MANO DE OBRA ML 

6 BYS PASS DE TUBERÍA VERTIAL DE 1 1/2 HASTA 2 1/2 



 
 

 

7 

SUMINISTRO E INSTALACIÓN DE INODOROS COLOR 

BLANCO COMPATIBLES CON SISTEMA DE DESCARGA DE 
SENSORES 

8 DESMONTE DE ORINALES ECOLÓGICOS EXISTENTES  

9 ASEO DE OBRA 

10 
REGISTRO 3 INCLUYE UNIVERSAL Y TAPA DE REGISTRO 
20*20 

11 REGISTRO 2 1/2 

12 SOPORTARIA PARA REDES VERTICALES AFP 

13 ACCESORIOS DE BAÑO PRIVADOS  

14 ESPEJOS 

15 
MODIFICACIÓN CUARTO DE BOMBAS TRES EQUIPOS DE 

BOMBEO, TUBERÍA Y PUESTA EN FUNCIONAMIENTO 

16 PROCESO DE IMPERMEABILIZACIÓN 

17 MODIFICACIÓN TANQUES DE ALMACENAMIENTO 

 
 

EL ITEM 15 , es decir el cuarto de bombas reemplazado totalmente en DESCRIPCIÓN GENERAL DE 

LA ACTIVIDAD, MATERIALES A USAR Y PROCESO CONSTRUCTIVO Lo Que ocasionó que el contrato 
tuviera que ser prorrogado por un periodo de cuatro (04) meses más, contados a partir del 28 de 

febrero del 2023 hasta el 27 de junio del 2023 Así como la inclusión de ítems no previstos y la 
modificación de los capítulos 41 y 42. 

 
Lo que causo un cambio o modificación sustancial a los términos de ejecución pactados inicialmente, 

contando con la siguiente línea de tiempo en un esquema general: 

 

 
 

 

Así como una segunda prorroga No. 2 comprendida entre el 27 de junio del 2023 al 11 e octubre del 
2023, así 

 



 
 

 

 
 
Si bien en este punto las partes suscribieron este remedio contractual en la ejecución del contrato, 

para subsanar las falencias de planeación precontractual incurridas, es necesario precisar que, dentro 

del alcance del contrato, así como en las obligaciones generales y específicas, no se contempló un 
acápite de elaboración, revisión de diseños y mucho menos cuando a través del PROCESO DE MÍNIMA 

CUANTÍA FFDS-MC-009-2020, la Entidad contrató: 
 

 
En lo que, bajo el principio de buena fe, el contratista y como así se suscribió en el objeto y alcance 
del contrato, partía de la base de que se contaban con todas las condiciones iniciales para dar inicio 

al contrato, en efecto las condiciones generales pactaron:  
 

 

 



 
 

 

y Dentro de las obligaciones generales y las específicas desarrolladas a folio 50 de las condiciones 

generales del proceso no se establece una obligación de por lo menos una apropiación de estudios y 
diseños. 

 

Generando que el contratista tuviera que disponer sus recursos en la presentación del modificatorio 
2, el cual culminó con la aprobación de un presupuesto adicional y unas actividades no previstas, 

dentro de las cuales se dio la modificación de los capítulos 41 y 42, fundamentales en la ejecución 
del contrato. 

 
Antecedente importante, ya que, a partir de esto, las mediciones o cronogramas de ejecución que 

posteriormente se solicitaron para el reinicio de obra, juegan un papel determinante. 

 
A éste punto, es decir a 27 de junio del 2023, EL CONTRATISTA no había ingresado a obra ni 

había podido disponer de los materiales necesarios. 
 

Pero mantenía el personal mínimo y adicional de obra, que inclusive fue dispuesto desde la 

presentación de la oferta con la suscripción de la carta de compromiso, pese a que en sí el objeto 
del contrato aún no se había podido desarrollar de acuerdo a lo establecido en el pliego de condiciones 

y en la minuta contractual. 
 

Personal mínimo habilitante dentro del pliego de condiciones  
 

 



 
 

 

 

 
 

 

Posterior a esto, se presentó una situación TOTALMENTE AJENA AL CONTRATISTA y fue la 
decisión de la INTERVENTORÍA CONSORCIO INTER– REDES, de no suscribir prórroga o adición 

a su contrato que generó cuatro (04) suspensiones del contrato, como se detalla a continuación  (sE 
SOLICITA SE APORTE AL TRÁMITE EL DOCUMENTO SUSCRITO POR LA INTERVENTORÍA EN EL QUE 

NEGABAN LA SUSCRIPCIÓN DE CUALQUIER MODIFICACIÓN DEL CONTRATO) 

 
SUSPENSIÓN No. 1 

 



 
 

 

 
 

 
 

 

SUSPENSIÓN No. 2 
 

 

 
 
 

SUSPENSIÓN No. 3  

 

 
 



 
 

 

 
 

SUSPENSIÓN No. 4  
 

 
 

 
 

Resaltando que las suspensiones, obedecieron como ya se mencionaron a situaciones externas o 

ajenas al contratista, como así se puede evidenciar en cada uno de los justificantes de las 
suspensiones he inclusive a folio 4 del OFICIO PCG CDS – 71 -2023 (INFORME DE PRESUNTO 

INCUMPLIMIENTO), remitido por la Interventoría PCG INGENIEROS ASOCIADOS S.A.S, el pasado 
16 de abril del 2024 en el que señalan  

 

 



 
 

 

 
 

Y bajo de nuestra línea o iter contractual  
 

 
 

Es decir, el contrato de obra estuvo suspendido por causas no imputables al contratista en los 

siguientes términos: 
 

 
 



 
 

 

Esto generó dos situaciones o efectos trascendentales en la ejecución del contrato: 

 
1. Efectos de la suspensión del contrato 

 

 Para este efecto nos permitimos traer a colación la siguiente recopilación doctrinal y jurisprudencial  
 

● Concepto Colombia Compra Eficiente Concepto C-500 de 2024 
 

En este concepto, Colombia compra se pronunció respecto a la suspensión del contrato, y las 
diferentes vicisitudes que este concepto acarrea en la ejecución contractual: 

  

“La suspensión del contrato debe estar sujeta a un plazo o al cumplimiento de una 
condición, pactada con criterios de razonabilidad y proporcionalidad entre las 
partes, acorde con la situación que se presente en cada caso 
 
(…) 
 
 
SUSPENSIÓN DE CONTRATO – Efectos en el plazo de ejecución pactado 
 
Se ha establecido que durante la ocurrencia de la suspensión acordada por las partes en la 
ejecución del contrato, ante la imposibilidad de ejecutarlo, no se hacen exigibles 
determinadas obligaciones y el plazo que los contratantes tienen para cumplirlas no 
transcurre. Esto es que el tiempo “se detiene”, y en consecuencia no se contabiliza. 
Por consiguiente, al reanudar el cumplimiento de las obligaciones, el vencimiento 
del plazo que inicialmente estipularon las partes se posterga por un término igual 
al que duró la parálisis del negocio jurídico, lo que implica que se altera o desplaza 
la fecha de finalización del contrato. Ahora bien, debe advertirse que la forma en que la 
suspensión incide en el plazo de la ejecución del contrato no es modificándolo pues en estricto 
sentido este continúa siendo el mismo que inicialmente se pactó. Lo que ocurre es que, por 
el efecto mismo de la figura, se deja de contabilizar el tiempo y reinicia el conteo una vez 
termina la suspensión del contrato. Lo que cambia entonces no es el plazo, sino el término o 
la fecha determinada en el contrato para el cumplimiento de la obligación principal. (…)” 
(Resaltado fuera del texto original) 

 

Por su parte jurisprudencialmente encontramos: 
 

● Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del 29 
de mayo de 2003, radicado: 14.945.  

 

“(…) En todo caso, si lo que se pactó en el acta de suspensión del contrato, es la 
obligatoriedad de suscribir acta de reinicio al momento en que se cumpla la fecha o la 
condición, se entenderá que el mismo mantiene un estado de suspensión, hasta tanto las 
partes no suscriban el acta de reinicio, es decir, “en tanto la suspensión sea 
provisional o temporal es porque el contrato se reiniciará cuando las partes así lo 
determinen; el caso es que estando el contrato en ejecución o suspendido con la intención 
de reiniciarlo, subsiste el vínculo contractual. (…)” (Resaltado fuera del texto original) 
 

 



 
 

 

● Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, exp. 2278 de 2016, C.P. Germán Bula 

Escobar 
 

“  (…) la suspensión afecta las obligaciones que a las partes les resulta temporalmente 
imposible de cumplir. Una vez se ha aclarado que la suspensión no perturba el vínculo 
contractual sino solamente las obligaciones que de él emanan, también debe 
señalarse que dependiendo de la magnitud de la causa que la origine puede ser 
total o parcial. Es decir, puede imposibilitar el cumplimiento de la totalidad de las 
obligaciones de las partes o, puede impedir a los contratantes honrar solo algunas 
de estas pudiendo continuar con la ejecución de las demás. (…) Así las cosas, la 
suspensión materialmente constituye un intervalo pasivo en la dinámica del contrato cuando 
el cumplimiento de una, de varias o de todas las obligaciones a que están obligadas las partes 
resultan imposibles de ejecutar (…)”   

 
● CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN TERCERA 

SUBSECCIÓN A consejera ponente: MARTA NUBIA VELÁSQUEZ RICO Bogotá D.C., diecinueve 

(19) de febrero de dos mil veintiuno (2021) Radicación número: 44001-23-33-000-2016-
01382-01(65277) 

 
“Para la Sala no era acertado que “durante el término de suspensión del contrato se 
demandara el cumplimiento de la entrega del anticipo, toda vez que la suspensión del 
acuerdo trae como efecto que durante el interregno que dure esta situación el cumplimiento 
de las obligaciones pactadas en el acuerdo primigenio no pueda requerirse en la forma y 
términos establecidos, a menos que en el mismo acuerdo de suspensión se pacte lo contrario, 
lo cual no ocurrió en este caso”. 

  
 (…) 
 

Sobre la ausencia de salvedades en acuerdos modificatorios, de suspensión o 
prórroga de los contratos.  Debe analizarse la conducta de las partes. 
 
Con todo, aun cuando la inexistencia de salvedades ha sido invocada como una de 
las reglas para la interpretación del alcance del otrosí de prórroga, se advierte que 
su ausencia no impide el estudio de fondo de las respectivas reclamaciones y no 
constituye argumento suficiente para desechar las pretensiones 
correspondientes, en tanto es fundamental analizar igualmente la conducta de las partes 
en relación con los mismos aspectos que dan lugar a la suscripción de esos documentos, con 
el propósito de desentrañar su verdadera voluntad, y las reales causas del desequilibrio y, 
por ende, la determinación del sujeto llamado a restablecerlo. (…)” 
 

● Consejo de Estado. Sección III. Subsección C. MP:  Jaime Enrique Rodríguez Navas 
Radicación:     25000233600020120051901 Radicación interna:   53421 Demandante:   P&P 

Construcciones S.A., Servicios de Arquitectura e Ingeniería S.A.I. S.A.S. y José Alfonso Prieto 
Garzón Demandado:     Bogotá Distrito Capital — Secretaría de Educación Distrital. 

Naturaleza:    Controversias contractuales Fecha:            16/12/2022 

 
“En relación con este punto, esta Colegiatura ha señalado que si bien cabe identificar una 
línea jurisprudencial que entiende cada acto bilateral de los contratantes como una 
oportunidad para formular las salvedades, reclamaciones u objeciones que tenga el 



 
 

 

contratista y, por lo tanto, presume que el silencio del particular denota aquiescencia, y zanja 
las diferencias existentes entre las partes, a tal punto que son improcedentes todas las 
súplicas posteriores a esas “etapas preclusivas”, la labor del juzgador no se agota 
simplemente en verificar el silencio del contratista en las ocasiones descritas, sino en develar, 
a partir de las pruebas arrimadas por las partes y conforme a la valoración acorde con la 
sana crítica, cuál fue su conducta lo largo de la ejecución del negocio jurídico”. 
 
“… en este asunto el hecho de que el Consorcio no haya consignado observación o salvedad 
alguna en cada una de las actas que suspendieron y reiniciaron el plazo contractual, no 
necesariamente es suficiente para considerar que este renunció a sus reclamaciones 
económicas, o que asintió en las condiciones económicas en las que se venía desarrollando 
el contrato. 
 
Auscultando la conducta del contratista, más allá de las consignas que haya omitido anotar 
en las actas modificatorias del contrato, esta Colegiatura estima que el Consorcio sí manifestó 
expresamente su disconformidad en torno a la demorada obtención de la licencia, a la 
discordancia de esta última con los diseños y planos, y a los tropiezos que experimentó el 
plazo contractual por estas circunstancias” 
 

 

● CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN TERCERA 
SUBSECCIÓN B Magistrado ponente: Alberto Montaña Plata Bogotá D.C., 10 de junio de 2022 

Radicación: 25000-23-36-000-2017-00532-01 (67233) 

 
“Con ocasión del principio de buena fe y del respeto de las consecuencias de los términos de 
cualquier negocio jurídico celebrado, en caso de que las salvedades se incluyan en una 
comunicación aparte del acuerdo, en este documento, el contratista deberá manifestar, de 
forma expresa y clara, que no comparte alguna de las cláusulas incluidas en el negocio 
jurídico. Ello, para efectos de que este pueda hacer una eventual reclamación derivada de 
una prórroga, suspensión o modificación del contrato.” 

 
Del cual se deben resaltar algunos aspectos relevantes: 

 
a. LA INEXISTENCIA DE UN ACTA DE REINICIO EN EL QUE SE PLASMEN LAS 

CONDICIONES DE REINICIO. 

 
Para el caso en concreto y como se explicará más adelante, a la interventoría le pareció sencillo exigir 

al contratista el reinicio inmediato y sin verificación alguna de sus obligaciones contractuales, después 
de presentarse una suspensión de casi 6 meses, es decir, dentro de criterios de proporcionalidad y 

razonabilidad, nunca se fijaron las condiciones del reinicio más haya de la fecha cierta que se 

contempló en la suspensión No. 4.  
 

Actualmente y de acuerdo a las pruebas aportadas dentro del procedimiento, NO EXISTE ACTA de 
reinicio suscrita por las partes que para este caso se hace indispensable en consideración a los 

motivos que causaron la suspensión del contrato, y fue la falta de interventoría, de la cual se 

desprendían varias actividades para el “reinicio”, entre las cuales podemos destacar: 
 



 
 

 

● Presentación y conocimiento y definición de los parámetros en los que actuaría la nueva 

interventoría, ya que la anterior Interventoría seguía requiriendo información al contratista, 
a manera de ejemplo la solicitud de información para los cotes 7 y 8. 

 

a manera de ejempló debe traerse a colación que el DÍA 22 DE ENERO POR PARTE 
DEL INGENIERO LINO ANDRES MENDOZA, DIRECTOR DE LA INTERVENTORÍA CONSORCIO 

INTER – REDES, se recibió un comunicado vía whatsapp referente al corte 8, el cual fue 
comunicado a la Entidad, sin obtener información alguna, esto por medio de correo 

electrónico del 02 de febrero del 2024 
 

 
 

Corte que hasta esa fecha no había sido aprobado y que correspondía su verificación y 
aprobación a la nueva interventoría, recordemos en este punto, que bajo el principio de 

responsabilidad, la interventoría responde tanto por acción como por omisión en el 

cumplimiento de sus funciones. 
 

Se solicita desde ya Solicitar pruebas de empalme o comunicados que demuestren el deber 
de información la diligencia de la obtención de la información de una interventoría a otra y 

de la entidad a la nueva interventoría 
 

● La definición del personal que el contratista utilizará para la ejecución del contrato, ya que 

después de casi 6 meses en los que el contrato estuvo suspendido, el personal que laboraba 
para el CONSORCIO INGENIEROS-PATERMEN, como consecuencia apenas lógica de la 

situación, decidió hacer parte de otros proyectos, sumado a la fecha en la que se dio reinicio 
al contrato (DICIEMBRE) 

 

Y esa situación nos remite a un concepto de COLIGACIÓN NEGOCIAL, que ha sido 
estudiado por el Consejo de Estado, el cual define la coligación negocial como un fenómeno, 

en los siguientes términos: 
 



 
 

 

“La doctrina se ha referido a la coligación o conexidad negocial como el 
fenómeno que se presenta cuando dos o más contratos autónomos, esto 
es, que tienen existencia propia y sus propios requisitos de validez y 
disciplina normativa, están vinculados en una relación de dependencia o 
interdependencia genética, funcional o teleológica, para la obtención de un 
resultado práctico, social o económico común.  
 
Así, los elementos característicos de la coligación o coaligación negocial son, 
fundamentalmente, dos: (i) que exista una pluralidad de contratos y (ii) que 
entre esos contratos exista un nexo o vínculo por su función, es decir, que 
las prestaciones que surgen de uno y otro negocio estén interrelacionadas 
para alcanzar una finalidad específica o un interés único y común.1 
(Resaltado nuestro) 

 
En estos casos se genera una relación de jerarquización; o bilateral, una influencia recíproca 
entre los efectos de los contratos vinculados, en el sentido de que la existencia, validez y la 
eficacia del uno pueden repercutir en mayor o menor medida en las del otro y viceversa2. 
 

Así mismo, se puede decir que la coligación negocial puede llegar a crear, modificar o 
extinguir los demás negocios jurídicos celebrados como así lo definió la Sentencia en la que 

también se resalta lo señalado por la Corte Suprema de Justicia:  
 

“(…) lo cual puede dar lugar a que se presente una “... coligación de índole 
genética, modificatoria o extintiva, que se manifiesta en el hecho de que 
un negocio ejerce influencia en su formación, en la modificación o 
extinción del otro …”  (…)”  (Resaltado nuestro)3 

 

Esto podría verse reflejado de la siguiente manera: 

 

 

 
1

 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN TERCERA. Consejero ponente: CARLOS ALBERTO 

ZAMBRANO BARRERA. Bogotá, D.C., catorce (14) de julio de dos mil dieciséis (2016).. Radicación número: 85001-23-31-000-2002-00362-
01(35763). 
2

 https://bdigital.uexternado.edu.co/server/api/core/bitstreams/3e5c9054-c964-4f0d-ac90-0b947636886a/content 

3
 Sala de Casación Civil, casación del 1 de junio de 2009, exp. 05001-3103- 009-2002-00099-01 



 
 

 

Es decir, que para el caso en concreto se presentan los elementos propios de la coligación 

negocial de indole genética y modificatoria de la siguiente manera: 
 

- Existencia de múltiples contratos 

- Contratos unidos con un solo propósito – ejecución del contrato – interrelacionados entre 
si por las condiciones de personal mínimo exigido en obra para el cumplimiento del objeto 

contractual. 
- La suspensión de uno causó la suspensión de las obligaciones de los diferentes contratos 

de prestación de servicios obra o laboral, entre otros que el CONSORCIO INGENIEROS 
PATERMEN, tenía suscrita con las personas que laboraban o iban a laborar en el 

desarrollo de la ejecución de este contrato. 

- Debe recordarse que muchos de estos vínculos sino es que la mayoría al ser un contrato 
suscrito mediante una figura de CONSORCIO, solo se conformaban para la ejecución del 

objeto contractual. 
 

● La situación presentada con la compañía aseguradora, respecto a la actualización de las 

pólizas, lo cual se dio hasta febrero del 2024.  
 

● Fijación de un nuevo cronograma de obra herramienta contractual de medición después del 
reinicio, NUNCA SE APROBÓ, así como se reconoce desde la misma citación a 

audiencia con radicado No. 2024-EE-92617 a folio 4 y 5  
 

 
 

 
Cuando las situaciones de inicio o reinicio de obra cambiaron drásticamente en el tiempo, 

tornando imposible ese cronograma como herramienta de medición contractual y es contraría 

la manifestación señalada en líneas anteriores al actuar de la interventoría PCG, la cual en 
reiteradas oportunidades manifestó que ese cronograma no servía, pero tampoco aprobó el 

nuevo cronograma presentado por el CONSORCIO INGENIEROS PATERMEN.   
 

y con el cual, hacen una medición desacertada de actividades que con ese cronograma 
presentan retraso. 

 

Lo único que se plasmó y que no constituye un acta de reinicio, fue el Acta de reunión del 21 de 
diciembre, en la cual, el Representante Legal del consorcio manifestó la imposibilidad de reinicio. 

 
b. INTERPRETACIÓN DE LAS CLÁUSULAS  

 

Si bien es cierto que la suspensión del contrato debe estar sujeta a un plazo o al cumplimiento de 
una condición, esta debe pactarse bajo criterios de razonabilidad y proporcionalidad entre las partes, 



 
 

 

acorde con la situación que se presente en cada caso. Ahora bajo el principio de la autonomía de la 

voluntad que es eje fundamental en los contratos, las partes, ESPECIALMENTE LA INTERVENTORÍA 
Y LA ENTIDAD nunca pactaron o citaron al contratista para la suscripción de un acta de reinició en 

el que se vea consignada la voluntad o las estipulaciones propias para lograr el reinicio de las obras. 

 
Y en este punto, podemos advertir que bajo los criterios de interpretación normativa, las cláusulas 

pueden interpretarse en contra de quien las redacto, “La Sección Tercera del Consejo de Estado 
recordó que los principios y las reglas de interpretación de los contratos adquieren relevancia cuando 

las disposiciones en ellos contenidas no son lo suficientemente claras y precisas para fijar su alcance 
y contenido, recordando adicionalmente que La doctrina (local y foránea) y la jurisprudencia nacional 

reconocen que existe jerarquía entre los criterios de interpretación del contrato y, en esa medida, 

han señalado que el subjetivo prevalece sobre el objetivo, a partir de la idea de que el 
principio de la búsqueda de la real voluntad de los contratantes es fundamental dentro de 

la labor hermenéutica y que los demás principios y reglas son subsidiarios.  
 

De ahí que un adecuado ejercicio hermenéutico contractual deba empezar siempre por determinar 

cuál era la communis intentio, a la que alude el artículo 1618 del Código Civil, y solo en caso de que 
esa labor resulte infructuosa es posible aplicar las pautas objetivas de interpretación antes reseñadas, 

como las previstas en los artículos 1619, 1620, 1621, 1623 y 1624 de esa misma codificación.”4. 
 

Mal haríamos en plantearnos que la intención de las partes era reiniciar un contrato de forma 
automática, cuando bajo las condiciones contractuales en las que se fijó la suspensión, la misma no 

estaba planeada como así lo reconoce la misma interventoría, en tomarse 6 meses, término en el 

que como ya se advirtió, varias situaciones contractuales cambiaron, no solamente la del plazo 
contractual, sino el tema de personal mínimo, de equipos y cambios en condiciones económicas en 

su adquisición, entre otras cosas que de acuerdo a lo estipulado en el artículo 40 de la Ley 80 de 
1993, el cual señala que: 

 

“Las entidades podrán celebrar los contratos y acuerdos que permitan la autonomía de la 
voluntad y requieran el cumplimiento de los fines estatales. 
 
En los contratos que celebren las entidades estatales podrán incluirse 
las modalidades, condiciones y, en general, las cláusulas o estipulaciones que las 
partes consideren necesarias y convenientes, siempre que no sean contrarias a la 
Constitución, la ley, el orden público y a los principios y finalidades de esta ley y 
a los de la buena administración”. 

 

Situación que se agrava en el hecho de que entre la INTERVENTORÍA SALIENTE Y LA 
INTERVENTORÍA ENTRANTE, NUNCA SE LLEVÓ A CABO UN EMPALME O CONOCIMIENTO 

DE LAS CONDICIONES EN LAS QUE ESTABA EL CONTRATO ANTES DE LAS 

SUSPENSIONES. Y que se estaban presentando situaciones que imposibilitaba hablar de un reinicio 
inmediato de las obras. 

 
Debe agregarse adicionalmente, que las suspensiones de la 1 a la 4, se plasmaron como suspensiones 

totales y no parciales de las actividades y/o obligaciones del contrato, por lo que no podía adelantarse 

ninguna bajo los efectos de la suspensión del contrato, que ya han sido ampliamente explicados. 
 

 
4
 Consejo de Estado Sección Tercera, Sentencia 13001233100020030168101 (40353), Jun. 21/18. 



 
 

 

c. EXISTENCIA DE MANIFESTACIONES POR PARTE DEL CONSORCIO INGENIEROS-

PATERMEN FRENTE AL REINICIO DE LA OBRA 
 

La primera manifestación de oposición que se dio por parte del contratista, fue la del Acta de 

reunión del 21 de diciembre del 2023, en la que se consignó: 
 

 
 

 
 
Existen comunicaciones de imposibilidad de reinicio de la obra, las cuales se dieron desde el mismo 

mes de diciembre de 2023, a partir de una exigencia unilateral desde el día siguiente al reinicio de 

las obras, exigiéndose que debían presentarse las hojas de vida de personal 
 

 
 

 
Que inclusive se derivó de la manifestación que ese mismo día de radicación del oficio, se hiciere por 

parte del Representante Legal del Consorcio, respecto a la imposibilidad de reiniciar las obras, así: 
 



 
 

 

 
 
 

Ahora, debe decirse que Hasta último momento la interventoría emitió una aprobación inicial del 
personal, esto es el 22 de enero de 2024, pero a su vez y de manera injustificada en conjunto con 

la Entidad, se solicitó el retiro del MAESTRO DE OBRA personal indispensable para la ejecución del 

contrato.  
 

 
El día 24 de enero del 2024, el CONSORCIO INGENIEROS-PATERMEN remitió nueva solicitud 

de suspensión por dificultad de reinicio 
  

 
 
 

 



 
 

 

En la que además de resaltar nuevamente el hecho de la dificultad que trajo consigo la suspensión 

del contrato por alrededor de 6 meses: 
 

 
 

Se puso de presente las dificultades económicas que no son un hecho aislado a las suspensiones, ya 
que el contratista tuvo una inversión importante en recursos, que después se vieron frenados en su 

retorno, por la suspensión del contrato además del incumplimiento en las clausulas contractuales en 

cabeza de la Entidad respecto a la forma de pago mediante actas parciales: 
 

 
 



 
 

 

En contravía entonces de lo dispuesto en el artículo SEGUNDO. CONDICIONES GENERALES DEL 

PROCESO FFDS-LP-005-2021 
 

 
Y de lo dispuesto en: 

 

 

FECHA CONCEPTO  VALOR  

21/10/2022 ACTA PARCIAL No 1 
       
74.013.212  

31/10/2022 ACTA PARCIAL No 2 
       
61.543.373  

30/11/2022 ACTA PARCIAL No 3 
     
103.467.097  

7/03/2023 ACTA PARCIAL No 4 
     
136.888.218  



 
 

 

7/03/2023 ACTA PARCIAL No 5 
     
155.561.531  

13/04/2023 ACTA PARCIAL No 6 
       
83.685.526  

12/04/2024 ACTA PARCIAL No 7 
       
79.443.772  

    
     
694.602.729  

 

Se solicita desde ya los documentos de órdenes de pago de todos los cortes 3,4,5 y 6, ya que vamos 
a ver cómo para estos, se presentaba un retraso en el pago de las obligaciones establecidas en el 

contrato 
 

De hecho, esta situación motivó que entre el contratista y la misma Entidad buscará un posible 

cesionario, trámite de búsqueda que demoró entre dos semanas, en el cual la Entidad propuso un 
cesionario, pero después la misma Entidad lo rechazó. 

 
He inclusive el mismo desorden administrativo entre interventorías y Entidad, derivó en una falta de 

asunción de responsabilidad para el pago del corte No. 7, el cual ya contaba con aprobación de la 
interventoría saliente, pero a la fecha no ha sido pagado por la Entidad, lo que repercute en un claro 

incumplimiento de las obligaciones de pago y en una clara presencia de una excepción de contrato 

no cumplido. 
 

Así las cosas, el 29 de enero del 2024, se recibió oficio PCG SDS-024-2024, Respuesta Solicitud 
Suspensión de Obra, mediante el cual la Interventoría, no resuelve de fondo la solicitud de suspensión 

y por el contrario vuelve a solicitar información del personal y como se expondrá más adelante, seguir 

midiendo la obra, bajo un cronograma que no estaba aprobado por la interventoría, ESTO RESALTA 
QUE LA INTERVENTORÍA NUNCA ESTUVO INTERESADA EN DEFINIR UNAS CONDICIONES DE 

REINICIO QUE SE AJUSTARÁN A CRITERIOS DE RAZONABILIDAD Y PROPORCIONALIDAD PARA EL 
CONTRATISTA AL NO DEFINIR NI APROBAR EL CRONOGRAMA DE OBRAS. 

 

 
 
Asunto que cambia en el correo 



 
 

 

 

 
 
Pero en el que se señala: 

 

 
En el que claramente y con una suspensión de casi 6 meses y falta de personal derivado de esta 
situación, la falta o el desequilibrio económico que estaba afrontando el contratista, iban a reflejar 

un retraso en el cronograma, más no un retraso que pueda ser imputable en cabeza del contratista, 
como así lo quiere hacer ver la Interventoría y la Entidad, llevando y poniendo al contratista en una 

situación de presunto incumplimiento bajo constreñimientos de apremio, con herramientas de 

medición contractual desactualizadas.  
 



 
 

 

Oficio que encontró respuesta el LUNES 02 FEBRERO DEL 2024, en el cual y mediante correo 

electrónico, SE REMITIERON HOJAS DE VIDA FALTANTES. 
 

 
 
Así como las afiliaciones a la ARL 

 
 
Encontrando una aprobación del personal de ese mismo día, esto es el 02 de febrero del 2024, 

mediante oficio PCG SDS-032-2024. 



 
 

 

 
 

Es Decir, que pese a las dificultades expuestas y bajo las cuales se solicitó en dos oportunidades la 

suspensión del contrato por razones específicamente relacionadas con el trámite de personal mínimo 
de obra, este mismo trámite consumió alrededor de 32 días hábiles   

 

 

 
 
Encontramos que el CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN TERCERA, EXPEDIENTE 5931, SENTENCIA DEL 

16 DE MAYO DE 1991, se refirió a el plazo insuficiente de la siguiente manera: 
 



 
 

 

“Pues si el plazo concedido es de tal duración que resultaría imposible en absoluto la 
prestación, el acto en que así se acordara sería nulo de pleno derecho, sin tener que acudir 
al principio general de la buena fe. este solo opera cuando, siendo posible la prestación, tal 
sería a costa de unos esfuerzos y sacrificios cuya imposición no cabe esperar de un 
comportamiento leal  (...)” 

 

Tiempo en el cual no se pudo desarrollar obra y reiteramos que es una situación que tiene como 
causa directa, la suspensión de casi 06 meses del contrato y la falta de condiciones en términos de 

razonabilidad y proporcionalidad de reinicio de obra. 
 

Referente a la situación de personal, por la premura del tiempo, existieron varias renuncias y 

solicitudes de cambio, que fueron atendidas por el CONSORCIO INGENIEROS PATERMEN, dentro de 
las cuales se destacan, la solicitud de cambio de profesionales: 

 
Oficio CIPM 213 

 

 
 

Oficio CIPM 215 

 

 
 

Lo que destaca el deber de diligencia y cumplimiento de la obligación contractual dispuesta referente 
al personal mínimo, y que la dificultad en el “reinicio” del contrato, claramente obedeció a una 



 
 

 

situación que tuco como causa directa la suspensión prolongada del contrato por causas no 

imputables al CONSORCIO INGENIEROS PATERMEN. 
  

 

El 05 de febrero del 2024, se solicitó nuevamente prórroga o suspensión por temas de falta de 
actualización de la garantía única de cumplimiento NUEVAMENTE ES NECESARIO ADVERTIR QUE NO 

SE FIJARON CONDICIONES DE REINICIO, YA QUE EN SU ÁNIMO DE LLEVAR AL CONTRATISTA A 
UNA SITUACIÓN DE INCUMPLIMIENTO LA INTERVENTORÍA Y LA ENTIDAD NO TOMARON EN 

CUENTA QUE SIN LAS PÓLIZAS ACTUALIZADAS NO ERA POSIBLE EL REINICIO DE LAS OBRAS. 
 

No obstante, debe decirse que en este punto el CONSORCIO INGENIEROS PATERMAN, bajo su 

deber de diligencia realizó todas las gestiones propias para lograr dicha expedición, como así consta 
en el oficio CIPM-209 

 

 
Aquí debe advertirse que la Corte Suprema de Justicia ha sostenido que cuando el cumplimiento de 

una obligación no depende directamente del deudor, la naturaleza de dicha obligación es de medio 
y no de resultado, en los siguientes términos:  

 
En esa dirección, la Corte también ha asociado la aleatoriedad del fin perseguido, según el 
grado de ocurrencia, al decir que “(…) en las obligaciones de medio el azar o el acaso 
es parte constitutiva de su contenido, y el resultado no depende directa y 



 
 

 

necesariamente de la actuación diligente del deudor, mientras que, por el contrario, 
en las obligaciones de resultado lo contingente está presente en una mínima proporción, 
de manera que la conducta del obligado debe ser suficiente para obtener el logro esperado 
por el titular del derecho de crédito. 
 
En la actualidad (…), el criterio más aceptado para distinguir uno y otro tipo de obligación 
se encuentra en la incidencia que en el concepto de cumplimiento pueda tener el que con 
la conducta debida se realice el interés primario del acreedor, es decir, que éste 
efectivamente obtenga el resultado útil o la finalidad práctica que espera lograr. En algunas 
obligaciones, el deudor asume el compromiso de desarrollar una conducta determinada en 
favor del acreedor, con el propósito de satisfacer el resultado esperado por éste; no 
obstante, si tal resultado también depende de factores cuyo control es ajeno al 
comportamiento del deudor, elementos aleatorios o contingentes, la obligación, 
en dichos eventos, es de medio o de medios, y el deudor cumple su compromiso 
si obra con la diligencia que corresponda, aunque no se produzca la satisfacción 
del interés primario del acreedor. Por su parte, en otras obligaciones, las de resultado, 
el interés primario del titular del derecho crediticio sí se puede obtener con el 
comportamiento o conducta debida, toda vez que en ellas la presencia del componente 
aleatorio o de azar es exigua, y por ende, el deudor sí puede garantizar que el acreedor 
obtenga el resultado o logro concreto que constituye dicho interés primario5. 

 
Lo cual se cumplió con la entrega de la documentación del reinicio  

 

 
 

 
5
 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de 24 de mayo de 2017, expediente 05001-31-

03-012.2006-00234-01. 



 
 

 

 
No obstante lo anterior, y tal y como se podrá apreciar en las imágenes adjuntas, la aseguradora 

para la actualización de las pólizas solicitó: 

 

 
 

Es decir, era la misma aseguradora la que requirió inicialmente la EXISTENCIA DE ACTAS DE 
REINICIO, las cuales NO EXISTIERON para la ultima suspensión No.4, y se tornaba en una 

exigencia de imposible cumplimiento para CONSORCIO INGENIEROS PATERMEN, es más y si 
nos fijamos en una parte superior del correo, se puede denotar que hasta antes de las exigencias de 

ACTAS DE REINICIO, el CONSORCIO, fue diligente en las solicitudes de modificación de la póliza, 

logrando hasta el modificatorio No. 4 de la misma, tanto para la póliza de cumplimiento a favor de 
Entidades Estatales, así como para la póliza de responsabilidad civil extracontractual derivada de 

cumplimiento, así: 
 



 
 

 

 
 
 Tramite en el que también tuvo que intervenir PCG INGENIEROS, donde solicitaron: 

 

 
 
Reconociendo a fecha 19 de febrero del 2024, la IMPOSIBILIDAD DE REINICIO DE LA OBRA. 



 
 

 

En la que la Compañía Aseguradora, de manera posterior, esto es el 20 de febrero del 2024, 

solicitan y prácticamente trasladaron la carga de verificación documental en la expedición de las 
VIGENCIAS a las demás partes, cuando desde hace un mes atrás, ya contaban con los documentos 

de SUSPENSIÓN, en los que se establecían las fechas de suspensión, desde la SUSPENSIÓN 1, HASTA 

LA 4.  
 

 
 
 

Logrando solo hasta el 21 de febrero del 2024, el ajuste de las pólizas, con una nota muy interesante, 

porque implica una nueva carga económica en cabeza del contratista por situaciones de suspensión 
que no fueron imputables a este: 

 

 
 
Debe advertirse, que si bien las pólizas fueron entregadas el 08 de marzo del 2024, las mismas y 

como así se señala en la caratula de la póliza, la cual constituye prueba del negocio aseguraticio, 



 
 

 

establecen que la expedición del anexo 5, ultimo anexo requerido y que contempla la ultima 

suspensión No. 4 menciona lo siguiente: 
 

Para la póliza 440 47 994000026393 

 

 
 

Para la póliza 440 74 994000008120 

 

 
 
Encontrando una respuesta negativa por parte de la Entidad, la cual sorprende y a la vez se 

compagina con los antecedentes contractuales que hemos expuesto a lo largo de esta exposición, 

frente ha este punto y bajo la respuesta dada por la SECRETARÍA DISTRITAL DE SALUD 
 



 
 

 

 
 
Debemos extraer los siguientes apartes: 

 
Menciona la Entidad o soporta jurisprudencialmente su decisión, adicionalmente en la que ya ha 

sido discutida en líneas anteriores, en la sentencia: 

 

 
 
Pero en la misma omiten la mención de varios apartes de la Sentencia radicado 11001-03-06-000-

2016-00001-00(2278), en la que adicionalmente El CONSEJO DE ESTADO SALA DE CONSULTA Y 

SERVICIO CIVIL consejero ponente: GERMÁN BULA ESCOBAR, resalta que: 
 

“Recuerda la Sala que la justificación del principio general de conservación de los 
contratos reside en que no obstante que se pueden observar imperfecciones en el 
curso de la ejecución del contrato, las partes normalmente tienen interés en 
mantener vigente el negocio originario, ya que lo contrario supondría comenzar 
de nuevo con la consecuente pérdida de tiempo y de recursos, razón por la cual 
se les impone el deber de hacer “lo que sea necesario para que el objeto 
contratado se cumpla” y acordar “los mecanismos y procedimientos pertinentes 
para precaver o solucionar rápida y eficazmente” las situaciones que lleguen a 
presentarse. En síntesis, el Estatuto General de la Contratación de la Administración Pública, 
sin desconocer el principio de legalidad administrativa y dentro del marco del ejercicio de la 
autonomía de la voluntad, del interés general y del principio de conservación del contrato, 



 
 

 

permite la estipulación de cláusulas o la elaboración de acuerdos con el fin de suspender 
justificadamente de forma temporal la ejecución del contrato estatal.” 

 
(…) 
 
“Dado el interés público que gravita sobre la contratación estatal, las partes contratantes 
deberán en cada caso concreto: (i) ponderar que la naturaleza del contrato estatal 
admita la posibilidad de suspenderlo, (ii) verificar que lo que se pacte no esté 
prohibido expresamente en la ley ni resulte contrario al orden público y a las 
buenas costumbres, (iii) garantizar que la suspensión tenga por objeto la 
consecución del interés general y el cumplimiento de los fines estatales; y (iv) 
demostrar y justificar que su ocurrencia obedece a razones de fuerza mayor, o 
caso fortuito, o que procura la satisfacción del interés público. (…) La suspensión 
temporal del contrato estatal requiere la concurrencia de la voluntad de los contratistas, lo 
que excluye la posibilidad de declararla unilateralmente. Lo anterior sin perjuicio de la 
suspensión de “facto”, en la cual no hay acuerdos, sino que únicamente se dejan constancias 
escritas de la ocurrencia de los eventos que impiden continuar con el cumplimiento de la 
obligación pactada” (Resaltado fuera del texto original) 

  
Y si a ese punto le sumamos que así mismo Colombia Compra Eficiente, mediante concepto c- 363 

de 2024, en igual sentido conceptuó lo siguiente: 
 

“La suspensión es la medida por la cual se acuerda el cese provisional de la ejecución del 
contrato, por la ocurrencia de circunstancias que lo impiden o lo dificultan. Las 
razones de aquella pueden ser de orden técnico, jurídico o económico. En la medida 
de lo posible, las entidades estatales, durante la fase de planeación debe precaver los riesgos 
que pueden afectar la ejecución normal del contrato, pero esto no elimina la probabilidad de 
que ocurran sucesos posteriores y extraordinarios que lleven a las partes a acordar la 
suspensión o que paralicen el contrato de facto, mientras se resuelven las situaciones 
que están incidiendo negativamente en el desarrollo del negocio o que lo están 
tornando imposible. Esto quiere decir que la suspensión puede ser acordada por las partes 
–como usualmente sucede y es lo más recomendable, siempre que existan 
motivos fundados para ello– o darse por la fuerza de los hechos, es decir, por la 
configuración de eventos externos e irresistibles que hagan imposible la 
ejecución del contrato durante un tiempo ; es decir, por factores que constituyan 
razones de fuerza mayor o caso fortuito.” (Resaltado fuera del texto original) 

 

Estos requisitos se concretan de la siguiente manera: 
 

(i) La naturaleza del contrato 3644036 de 2022 permite la suspensión del mismo. 

(ii) La suspensión del contrato estatal no está prohibida expresamente en la Ley (Ley 80 de 
1993 y Ley 1150 de 2007) ni en el acuerdo de voluntades suscrito por intermedio del 

contrato 3644036 de 2022. 
 

(iii) Con la solicitud de suspensión se pretende resguardar además del principio de 

conservación del contrato, el cumplimiento de los fines estatales en el sentido de poder 
dar una correcta ejecución del contrato, al recuperar el tiempo que por causas inclusive 

ajenas a la voluntad de las partes, fueron la consecuencia directa del retraso de ciertas 
actividades (i) Suspensión por interventoría causo directamente un impacto en Personal 



 
 

 

mínimo; (ii) Falta de modificación de las garantías, en cabeza de la ASEGURADORA 

SOLIDARIA, impactaron directamente en los plazos de ejecución previstos. 
 

(iv) Respecto a las situaciones de fuerza mayor o caso fortuito en la misma sentencia 

CONSEJO DE ESTADO SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL consejero ponente: 
GERMÁN BULA ESCOBAR el Cinco (5) de julio de dos mil dieciséis (2016), manifestó  

 
“Casos en los cuales existen suspensiones del contrato estatal. Al respecto, el 
Consejo de Estado en su jurisprudencia ha ilustrado sobre la ocurrencia de 
suspensiones del contrato estatal cuando sobreviene una causa ajena a las 
partes contratantes, como podrían ser hechos de la naturaleza, v.g. - cambios 
de las condiciones climatológicas, terremotos, incendios, inundaciones-54; o 
acciones del hombre que afectan el desarrollo del contrato, por ejemplo, alteraciones 
de orden público, protestas, paros y bloqueos55, o decisiones derivadas de 
autoridades con facultad para suspender los contratos, v.g. – la medida preventiva 
que faculta al Procurador General de la Nación para solicitar la suspensión de los 
contratos, o su ejecución, cuando se evidencien circunstancias que permitan 
inferir que se vulnera el ordenamiento jurídico o se defraudará al patrimonio 
público, o la suspensión provisional56.”  

 

Sentencia en la que podemos distinguir que lo referido en el mismo código civil, como 
jurisprudencialmente, se refiere a una lista enunciativa, más no taxativa de las 

situaciones que pueden dar lugar a una causa extraña dentro del contrato.  

 
Ahora, señala más adelante: 

 

 

 
 



 
 

 

 
 
Pero en la misma omiten la mención de varías situaciones. 

 
● La indebida interpretación del criterio de conservación del contrato  

 

El CONSEJO DE ESTADO SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL consejero ponente: GERMÁN BULA 
ESCOBAR (E) Bogotá, D.C., cinco (5) de julio de dos mil dieciséis (2016) Radicación número: 11001-

03-06-000-2016-00001-00(2278), se ha referido a la posibilidad de prorrogar y suspender el contrato, 
en los siguientes términos: 

 

“Recuerda la Sala que la justificación del principio general de conservación de los contratos 
reside en que no obstante que se pueden observar imperfecciones en el curso de la ejecución 
del contrato, las partes normalmente tienen interés en mantener vigente el negocio 
originario, ya que lo contrario supondría comenzar de nuevo con la consecuente 
pérdida de tiempo y de recursos, razón por la cual se les impone el deber de hacer 
“lo que sea necesario para que el objeto contratado se cumpla” y acordar “los 
mecanismos y procedimientos pertinentes para precaver o solucionar rápida y 
eficazmente” las situaciones que lleguen a presentarse” (Resaltado nuestro) (…) 

 

Olvidando que al ser un acuerdo de voluntades que concreta obligaciones y deberes no solo 
contractuales, sino en este caso legales, la SECRETARÍA DE SALUD, debía también verificar las 

obligaciones y deberes que les corresponden y que están en este caso, dispuestas en el artículo 4 de 

la ley 80, de la siguiente manera: 
 

“ARTÍCULO 4o. DE LOS DERECHOS Y DEBERES DE LAS ENTIDADES ESTATALES. 
Para la consecución de los fines de que trata el artículo anterior, las entidades estatales:  
(…) 
9o. Actuarán de tal modo que por causas a ellas imputables, no sobrevenga una mayor 
onerosidad en el cumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista. Con este fin, en 
el menor tiempo posible, corregirán los desajustes que pudieren presentarse y 
acordarán los mecanismos y procedimientos pertinentes para precaver o 
solucionar rápida y eficazmente las diferencias o situaciones litigiosas que 
llegaren a presentarse.” (Resaltado nuestro) 

 



 
 

 

Situación que podría derivar en una responsabilidad de la Entidad y la Interventoría en la omisión de 

actuar en el menor tiempo posible, esto de acuerdo a lo descrito en la Ley 80 de 1993, que señala 
respecto a la responsabilidad: 

 

ARTÍCULO 50.- De la Responsabilidad de las Entidades Estatales. Las entidades 
responderán por las actuaciones, abstenciones, hechos y omisiones antijurídicos que les sean 
imputables y que causen perjuicios a sus contratistas. En tales casos deberán indemnizar la 
disminución patrimonial que se ocasione, la prolongación de la misma y la ganancia, beneficio 
o provecho dejados de percibir por el contratista. 

 

 

 (...) 

ARTÍCULO 53.- De la Responsabilidad de los Consultores, Interventores y Asesores 
Modificado por el art. 82, Ley 1474 de 2011. (Modificado por el art. 2 de la Ley 1882 de 
2018)  

(...) 

Por su parte, los interventores, responderán civil, fiscal, penal y disciplinariamente, tanto por 
el cumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato de interventoría, como por los 
hechos u omisiones que le sean imputables y causen daño o perjuicio a las entidades, 
derivados de la celebración y ejecución de los contratos respecto de los cuales hayan ejercido 
o ejerzan las funciones de interventoría, incluyendo la etapa de liquidación de los mismos 
siempre y cuando tales perjuicios provengan del incumplimiento o responsabilidad directa, 
por parte del interventor, de las obligaciones que a este le correspondan conforme con el 
contrato de interventoría.” 

Dentro de lo cual entonces podemos advertir, el principio de una responsabilidad por hechos y 

omisiones que causaron perjuicios al CONSORCIO INGENIEROS PATERMEN, dejando de reconocer 
situaciones que efectivamente debieron ser objeto de una suspensión al no estar en presencia de un 

incumplimiento contractual, sino en un evento que imposibilitaba ejecutar el contrato y que dentro 

de la asignación de riesgos no podía recaer en cabeza del contratista, así el CONSEJO DE ESTADO 
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN TERCERA SUBSECCIÓN B 

Magistrado ponente: Alberto Montaña Plata Bogotá D.C., 10 de octubre de 2024 
Radicación: 63001-23-33-000-2021-00138-01 (70.036), señaló que: 

 
“68. 6) Como ya lo ha precisado esta Sección, 506 el concepto de riesgo contractual –definido, 
para la fecha de los hechos de la demanda, en el artículo 3 del Decreto 1510 de 2013 como “un 
evento que puede generar efectos adversos y de distinta magnitud en el logro de los objetivos 
del Proceso de Contratación o en la ejecución de un Contrato”– (se trascribe): “[T]iene un 
significado que alude a la probabilidad de que, por variables fácticas diferentes a la 
conducta antijurídica de la entidad contratante [o del contratista], los resultados del 
contrato (…) sean diferentes a los esperados (…) Desde este punto de vista, el 
incumplimiento de las obligaciones contractuales no constituye un riesgo. 
 

 
6
 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, Sentencia de 11 

de mayo de 2022, exp. 56.449. 



 
 

 

(…) 
 
Bajo esa lógica, si los riesgos contractuales constituyen eventualidades o 
circunstancias, no imputables jurídicamente al incumplimiento contractual de alguna 
de las partes de un contrato, que pueden volver más onerosa o inclusive obstaculizar 
la ejecución del negocio jurídico (…)” 

 
 

El reproche en este punto es que la ENTIDAD SECRETARIA DE SALUD, no realizó un estudio juicioso 
de estas circunstancias y pretendió obligar al contratista a una ejecución imposible del objeto 

contractual, con el poco tiempo que quedaba después de cumplir en la medida de sus posibilidades 

con el personal mínimo y el tema de aprobación de las garantías de cumplimiento y que fue requerida 

en varias oportunidades por la cual y bajo la lamentable negativa de la prórroga, no se pudo 
ejecutar. Sobre este punto haremos referencia a una expresión utilizada en los contratos y 
es que nadie está obligado a lo imposible, sobre el particular el Consejo de Estado, 
mediante sentencia del 31 de enero de 1991, expediente No. 4739, ha manifestado: 
 

“pues un principio universal de derecho enseña que a lo imposible nadie 
está obligado. No basta, pues, que se registre un incumplimiento cualquiera, para 
que la persona que ha contratado con la administración por sí y ante sí deje de 
cumplir con sus deberes jurídicos.” 

 
Lo que claramente se presentan como PRUEBAS POR LO MENOS SUMARIAS de la inexistencia de 
responsabilidad de CONSORCIO INGENIEROS PATERMEN en lo que fue la ejecución del contrato, 

demostrando la existencia de esta CAUSA EXTRAÑA que rodeó la ejecución del contrato y que son 
situaciones que se presentaron y en efecto impidieron la ejecución del contrato en los términos 

inicialmente planteados y en consecuencia, al no encontrar que en virtud de lo establecido en el 

artículo 83 de la Constitución Política (Principio de Presunción de la Buena Fe), la Entidad no ofrece 
prueba adicionales a la manifestación de la interventoría de un presunto incumplimiento y con las 

pruebas que se aportaran dentro del proceso es pertinente dar aplicación a la regla de in dubio pro 
administrado ya que de ninguna manera el informe de interventoría y las afirmaciones de la Entidad 

en la citación a audiencia, ofrecen la plena  garantía para afirmar que nos encontramos frente a 

responsabilidad de DEL CONTRATISTA, frente a este tema resaltamos la Sentencia C-495 del 2019 
 

“La regla que ordena resolver las dudas razonables en favor del investigado (regla in dubio pro-
reo, in dubio pro administrado, in dubio pro disciplinado) es una consecuencia natural de la 
presunción constitucional de inocencia y constituye la contracara misma de la carga 
de la prueba que pesa sobre el Estado, a través de las entidades que ejercen el poder 
público. Así, no obstante que la norma constitucional no exija expresamente que las dudas 
razonables sean resueltas en beneficio de la persona investigada, se trata de una conclusión 
forzosa que resulta de constatar que, a pesar de los esfuerzos demostrados durante el desarrollo 
del procedimiento y en desarrollo del deber de instrucción integral, el Estado no cumplió la 
carga probatoria que le incumbía y, por lo tanto, no logró recaudar o aportar pruebas 
suficientes para desvirtuar la presunción de inocencia. Por lo tanto, la regla “en caso de 
duda, resuélvase en favor del investigado”, no es más que la confirmación de que la persona 
nunca ha dejado de ser inocente y, en el caso de sanciones de naturaleza administrativa, 
la no aplicación de esta regla genera nulidad del acto administrativo. (Resaltado 
nuestro) 



 
 

 

 

Es más, si nos centramos en verificar los hechos que acompañan la citación a audiencia, los mismos 
omiten incorporar todos los comunicados que se emitieron desde el CONSORCIO INGENIEROS 

PATERMEN TANTO A LA INTERVENTORÍA COMO A LA ENTIDAD, con lo cual podemos hablar de una 

ausencia de verificación de la ejecución contractual. 
 

Es decir, a la fecha contábamos con la siguiente línea de tiempo consumida por situaciones no 
imputables al contratista: 

 

 
 
Ahora, pese a todo lo descrito y mediante varios oficios y con el ánimo de continuar con la ejecución 

de obra, el CONSORCIO INGENIEROS PATERMEN, realizó las siguientes actividades.  

 
OFICIO: CIPM-218 AUTORIZACIÓN ENTRADA DE PERSONAL Y MATERIALES del 16 de 

marzo del 2024. 
 

 
OFICIO: CIPM-219 PLAN DE CONTINGENCIA del 16 de marzo del 2024 



 
 

 

 
 

Plan de contingencia, en el que el contratista, bajo el deber de cooperación de cara a los logros 
contractuales, ajustó todos sus esfuerzos, técnicos, administrativos y financieros, para proyectar una 

terminación de las obras en 18 días, pero no obstante advirtiendo que: 

 

 
 

Quedando la reprogramación de la siguiente manera: (Para ver más a detalle, remitirse a la prueba 

13) 
 

 



 
 

 

Y en la que se hizo un análisis de las actividades que fueron objeto de la modificación 2, que no fue 

o no tuvo aprobación de la anterior interventoría, y desconocemos si la nueva interventoría tenía 
presente esta información, que en el análisis pasó a denominarse ACTIVIDADES NO PREVISTAS, 

como un ítem de vital importancia, ya que recordemos que esos no previstos implicaron una 

modificación casi que total de los capítulos 41 y 42 que contenían las siguientes actividades: 
 

15 
MODIFICACIÓN CUARTO DE BOMBAS TRES EQUIPOS DE 
BOMBEO, TUBERÍA Y PUESTA EN FUNCIONAMIENTO 

16 PROCESO DE IMPERMEABILIZACIÓN 

17 MODIFICACIÓN TANQUES DE ALMACENAMIENTO 

 
Proponiendo entonces los siguientes grandes frentes de trabajo 

 

 
Implementando el siguiente plan de contingencia, consistente en la ejecución del contrato, 

reforzando cuadrillas de trabajo y horarios de trabajo así: 
 

Primer bloque de actividades: 

 

 
 
Segundo bloque de actividades: 

 



 
 

 

 

 
 
Con una proyección en recursos inyectados en líneas generales de la siguiente manera: 

 
 

 

 



 
 

 

 

 
 

Ajustando vuelve se reitera desde el principio de colaboración con la Entidad, y sin que ello implique 

un reconocimiento de responsabilidad, su capacidad técnica, administrativa y financiera, para 
ejecutar las labores contractuales. 

 
Oficio CIPM-220, del 17 de marzo del 2024 SOLICITUD APROBACIÓN HOJAS DE VIDA Y 

REITERACIÓN DE ENTRADA A OBRA 

 
 

 
 

 
OFICIO: CIPM-221 PERSONAL ADICIONAL EN OBRA 

 

OFICIO: CIPM-222 ACLARACIÓN DEL PERSONAL ADICIONAL DE OBRA 
 

En el cual se denota que la INTERVENTORÍA, prácticamente está en una cacería de brujas, 
devolviendo hojas de vida o advirtiendo que las mismas no cumplen cuando ni siquiera se toman la 

molestia de realizar un análisis de todos los documentos que acompañan cada una de las respuestas 

que en su momento el CONSORCIO INGENIEROS PATERMEN, envío inclusive con personal de 
obra adicional al del personal mínimo que de igual forma se estaba midiendo bajo los mismos 

parámetros, cuando lo que se buscaba desde incluso el plan de contingencia era lograr la ejecución 
de la obra 



 
 

 

 
 

 
 

 
 



 
 

 

 

OFICIO: CIPM-223 del 18 de marzo del 2024 
 

 
 
OFICIO PCG CDS – 54 -2024 del 21 de marzo del 2024 

 

 
 



 
 

 

OFICIO PCG CDS – 51 -2024 el 21 de marzo del 2024 

 
 
Recorrido y vista al lugar de obra se realiza el 22 de marzo del 2024 y posterior a ello, y bajo lo 

anotado en la visita, se pudo determinar: 
 

● Que existen zonas o frentes de intervención, que no pudieron ser verificados en la visita, 

como son: EDIFICIO HEMOCENTRO PISO 1 Y 2, EDIFICIO HEMOCENTRO PISO 3 Y 4 y 
LABORATORIO, y que para su acceso se necesita de permisos especiales, con lo cual 

estas actividades no serán tenidas en cuenta para la ejecución del plan de 
contingencia planteado, pero si solicitaremos los permisos correspondientes para entrar 

a evaluar los sitios a intervenir en estos dos frentes. Como bien lo reiteró a lo largo de los 

oficios que remitió la interventoría, era obligación de la misma gestionar estos permisos 
 

 
 

● Que solo se tiene certeza de solo dos frentes de trabajo, de acuerdo a la visita realizada, 

junto con la interventoría de las obras: Sótano y Administrativo, y debido al plazo restante 

de 8 días, solo se podrán ejecutar algunas actividades, debido a que el suministro de algunos 
materiales es casi imposible tenerlos en esta fecha de Semana Santa, por lo tanto, programar 

actividades sin tener disponibilidad de materiales en el sitio de trabajo, sería incoherente y 
estaría en contra de las directrices dictaminadas por la entidad contratante, ya que se 

requiere de tener tanto el material como la logística necesaria para garantizar que las 



 
 

 

actividades que se programen si van a ser ejecutadas, y no dejar actividades inconclusas que 

atenten contra la movilidad y estadía de los usuarios de estas edificaciones. 
 

● Que para la actividad de impermeabilización de los tanques de agua existentes, se requiere 

de dos días para desocupar los mismos; para este caso la entidad manifestó pasar un informe 
técnico y detallado para poder coordinar esta actividad, y al existir cuatro tanques de 

almacenamiento subdivididos, tendríamos una excedencia en cuanto a la duración de esta 
actividad, sobre el plazo restante de 8 días, por lo tanto, se tendría como prioridad la 

impermeabilización de 1 solo tanque de almacenamiento, o lo que es lo mismo, de 
aproximadamente 176 m2 de impermeabilización, sobre los 703,71 m2 contratados de este 

ítem, de dicha actividad es imposible la ejecución de un cantidad mayor, debido a lo descrito 

anteriormente. 
 

● En cuanto a la actividad NP-4 CUARTO DE BOMBAS ( TRES EQUIPOS DE BOMBEO, TUBERIA 
Y PUESTA EN FUNCIONAMIENTO), se tiene ya la certeza de cuánto puede durar dicha 

actividad, ya que consta de un suministro de equipos, los cuales son importados, teniendo 

presente sus especificaciones técnicas, y al hacer la respectiva solicitud de cotización, a la 
empresa que importa estos equipos, se tiene una respuesta en donde se informa que el 

tiempo de entrega de las motobombas es de 7 a 9 semanas (días hábiles – calendario), sin 
embargo en conversación telefónica sostenida con el gerente de la empresa, se podría contar 

con un tiempo máximo de 45 días calendario para suministrar dichos equipos, este plazo que 
excede el restante de 8 días, con lo cual dicha actividad no puede reprogramarse, ni mucho 

menos incluirse dentro del plan de contingencia. 

 



 
 

 

 
 

● Con todo lo descrito anteriormente, solo se podrá incluir en este plan de contingencia, 

algunas actividades de tres frentes identificados: Sótano, Administrativo y Tanques, ya que 
sería imposible reprogramar todas las actividades por ejecutar, en un plazo restante de 8 

días, aun teniendo los recursos, pero que por efectos de logística, de suministro de 

materiales, y demás, resultan un obstáculo para su terminación, concluyendo entonces que, 
en un plazo mayor, si se podrían ejecutar todas las actividades, sin embargo no se puede 

meter dentro de un plan de contingencia y de una reprogramación, obras o actividades que 
no van a poder cumplirse. 

 

Oficio CIPM - 231 
 



 
 

 

 
 

OFICIO: CIPM-237 del 27 de marzo del 2024 
 

 
 

OFICIO PCG CDS – 61 -2024 del 27 de marzo del 2024 
 



 
 

 

 
 
 

OFICIO CIPM 233 DEL 23 DE MARZO DEL 2024 
 



 
 

 

 
 

 
Oficio CIPM-238 del 02 de abril del 2024, dando respuesta al OFICIO PCG CDS – 60 -2024 

 

 
 

En donde se reitera inclusive los compromisos y acta de recorrido del 22 de marzo, en el que se pudo 
evidenciar lo que se podía intervenir o no. 

 
 



 
 

 

 
 

 

 



 
 

 

Encontrando una falta de justificación de prórroga por una decisión prácticamente unilateral de la 

interventoría, en un claro propósito de continuar desconociendo la existencia de las múltiples 
situaciones planteadas, que prácticamente llevaron a la finalización del contrato, sin el cumplimiento 

del objeto del mismo, pese a que en reiteradas oportunidades el CONSORCIO INGENIEROS 

PATERMEN, solicitó la aplicación de un remedio contractual que permitiera recuperar el tiempo que 
por causas no imputables a el, dejo de ejecutarse . 

 
Así mismo, debe señalarse que la INTERVENTORÍA requería información que ya había sido 

suministrada en su momento a la INTERVENTORÍA INTERREDES, para el 21 de marzo del 2024. 
 

En conclusión 

 
1. Las suspensiones se pactaron de forma total y no parcial. 

2. Si bien las suspensiones contenían una fecha cierta de reinicio, debían pactarse condiciones 
de reinicio basadas en criterios de razonabilidad y proporcionalidad, observando las 

diversas situaciones que rodearon el “reinicio”. 

3.  No existe una  
 

FUNDAMENTO JURÍDICO 
 

1. NO AGOTAMIENTO DE LA CLÁUSULA VIGÉSIMA PRIMERA DEL CONTRATO - 
ENTIDAD NO APLICÓ REMEDIOS CONTRACTUALES 

 

Debe precisarse que el contrato como acuerdo de voluntades suscrito entre LAS PARTES, dispuso 
en su clausula vigésima primera lo referente a las divergencias y solución de controversias, como 

procedimiento previo a cualquier actuación, al señala  
 

 
Posibilidad o posición contractual, que encuentra respaldo en la misma ley 80 de 1993, como medida 
alternativa al procedimiento administrativo regulado en el artículo 86 de la Ley 1474 del 2011. 

 

En efecto y como primer antecedente jurisprudencial exponemos la Sentencia T-017/05, la cual 
señaló la posibilidad de aplicar estas figuras en el marco de la Ley 80 de la siguiente manera: 

 
““El principio de arreglo directo constituye uno de los pilares fundamentales bajo los cuales 
se edifica el Estatuto de la Contratación Estatal o Administrativa. Su propósito consiste en 
someter las controversias o divergencias que se presentan en la ejecución y desarrollo de la 
actividad contractual a la solución de manera rápida, inmediatez y directa de las partes 
(…) 
Dada la esencialidad de algunos de los servicios que presta el Estado, y ante la imposibilidad 
de suspender su cumplimiento y ejecución; las diferencias entre las partes susceptibles 
de transacción, se pueden someter a fórmulas de autocomposición, lo que no sólo 
propende por la prestación continua, regular y eficiente de los servicios públicos, 
sino también por la efectividad de los derechos y obligaciones de las partes. 
Obsérvese cómo para hacer efectivo el ejercicio de este mecanismo, el artículo 69 
de la Ley 80 de 1993, señala la prohibición de impedir la utilización de los 



 
 

 

mecanismos de solución directa para resolver las controversias contractuales (…)” 
(Resaltado fuera del texto original)  

 

Es así como el Principio de arreglo directo de controversias, es aplicable durante el desarrollo de todo 

el proceso contractual, bien sea en sus etapas preparativas, de ejecución y liquidación, señalando 
que las Entidades deberán preferir, siempre que ello sea posible, las fórmulas e instrumentos que el 

ordenamiento jurídico ha dispuesto para que solucionen directamente sus discrepancias. 
 

Siendo preciso recordar que en la misma Ley 80 de 1993, se faculta a las entidades a buscar 
mecanismos alternativos de solución como en el principio de economía, principio que dentro de una 

de sus manifestaciones señala:  

 
“Artículo 25. PRINCIPIO DE ECONOMIA: en virtud de este principio:  
 
(…)  
 
5. Se adoptarán procedimientos que garanticen la pronta solución de las diferencias y 
controversias que con motivo de la celebración y ejecución del contrato se presenten.”  
 

Y así mismo Colombia compra eficiente ha mencionado en su concepto CCE-DES-FM-17, lo siguiente: 

 
“En el ámbito de la contratación estatal, la jurisprudencia del Consejo de Estado y la doctrina 
han reconocido la procedencia de la transacción extrajudicial, como mecanismo apropiado 
para precaver litigios eventuales o para resolver controversias entre las entidades estatales 
y sus contratistas. La Subdirección de Gestión Contractual está de acuerdo con dicha postura, 
pues tanto en las normas civiles –según se explicó– , como en el Estatuto General de 
Contratación de la Administración Pública, se encuentra la habilitación legal para 
que las entidades públicas celebren contratos de transacción. Más aún, los órganos 
del Estado que se rigen por la Ley 80 de 1993 y sus normas complementarias, no solo tienen 
la facultad de transigir, sino que además están obligados a resolver oportunamente las 
controversias contractuales, para evitar que los conflictos escalen y se generen consecuencias 
jurídicas y pecuniarias más gravosas para el patrimonio público”. (Resaltado nuestro) 

 
Posición que fue acogida y reiterada en concepto reciente C-400 de 2023; al mencionar que: 

 

“La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, en los conceptos 
4201912000006841 del 28 de octubre de 2019, 2201913000008176 del 31 de octubre de 
2019, 2201913000009082, del 9 de diciembre de 2019, C-268 del 21 de abril de 2020, C-448 
del 28 de julio de 2020, C-807 del 29 de diciembre de 2020, C-494 del 17 de septiembre de 
2021 y el C-060 del 10 de marzo de 2022 tocó la temática sobre la transacción y la facultad 
de delegación de la misma. Las tesis expuestas en estos conceptos se reiteran a continuación 
y se complementan en lo pertinente, teniendo en cuenta los interrogantes planteados. 
 
En similar sentido, el inciso primero del artículo 27 del EGCAP dispone que ante la afectación 
del equilibrio de la ecuación contractual por causas no imputables a quien resulte afectado 
por él, las partes adoptarán, en el menor tiempo posible, las medidas necesarias para su 
restablecimiento. De otro lado, si en la ejecución o desarrollo del contrato o a su 
terminación e incluso en la etapa de liquidación se presentan conflictos o 
divergencias, prioritariamente las partes son quienes pueden solucionarlos 



 
 

 

directamente a través de mecanismos contemplados en diferentes normas legales 
tales como la transacción y la conciliación. 
 
(…) 
 
el arreglo directo de las controversias surgidas dentro del contexto de la contratación estatal, 
más que una simple opción para las entidades públicas y contratistas, resulta ser un deber 
que tanto aquellas como estos deben cumplir al momento de saldar sus diferencias. Así, 
dicho deber no se limita a la simple formalización de un procedimiento o al 
establecimiento de trámites vacuos que solo pretenden un arreglo en apariencia, 
sino que debe estar animado de una real intención de los participantes de 
solucionar directamente sus controversias y de precaver eventuales litigios” 
(Resaltado y subrayado nuestro). 

 
Y para lo cual, especialmente ponemos a consideración de la Entidad prosigamos con la etapa de 

arreglo directo, mediante el estudio de una eventual prórroga del contrato. En relación con la solicitud 

de prórroga, y ampliación del plazo inicialmente pactado, ha precisado el Consejo de Estado que la 
prórroga contractual, contiene los siguientes matices:  

 
“(...) Por regla general, el vencimiento del plazo estipulado es una de las causas de 
terminación del contrato. Sin embargo, en cuanto no está prohibido, el plazo estipulado en 
el contrato se puede ampliar o prorrogar mediante acuerdo de las partes. No existe 
prohibición legal para la prórroga del plazo de los contratos estatales; por el 
contrario, con fundamento en el artículo 40 de la Ley 80 de 1993, se puede 
concluir que, sí está permitida, pues esa norma establece la regla general de la libertad 
en las estipulaciones. De modo que de esas disposiciones (sic) se puede concluir en los 
contratos estatales es posible la prórroga si la respectiva entidad considera que mediante esa 
figura se cumplen los fines estatales, conforme a lo indicado en los articulas 3' a 5' de la 
misma ley, y si las partes la consideran conveniente y necesaria y no resulta contraria a la 
Constitución, a la ley, el orden público, los principios, las finalidades de la misma ley a los de 
la buena administración”. 
 

Por lo tanto, la suspensión, así como la prórroga del plazo de los contratos tiene el sustento jurídico 
de que el plazo, no constituye un elemento de la esencia de los contratos a que menciona el artículo 

1501 del Código Civil y, por ende, se puede modificar las veces que se precise mediante un acuerdo 

entre las partes, norma que es totalmente aplicable a los acuerdos de voluntad que se suscriban de 
acuerdo a la Ley 80 de 1993, en los que interviene una Entidad Estatal y un particular. 

 
En relación con los contratos estatales la jurisprudencia y la doctrina han coincidido en la posibilidad 

de su prórroga, aunque también en la exigencia de que se pacte antes del vencimiento del plazo 

inicialmente establecido en el contrato, y nos encontramos en el plazo idóneo para la realización de 
esta.  

 
 

 

INCUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES PROPIAS DE LA ENTIDAD ESTATAL 
 

 



 
 

 

 

 
 
 

I.1. FALTA DE IMPUTABILIDAD ATRIBUIBLE A CONSORCIO PATERMAN PARA LA 

IMPOSICIÓN DE LA CLÁUSULA PENAL. 
 

Antes de entrar a las situaciones que consideramos han afectado la ejecución del contrato, queremos 

poner de presente que El CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

SECCION TERCERA SUBSECCION C Consejero ponente: ENRIQUE GIL BOTERO Bogotá, D.C., 

veintidós (22) de octubre de dos mil doce (2012) Radicación número: 05001-23-24-000-1996-00680-

01(20738), preciso lo siguiente: 

 

“(…) ANTIJURICIDAD DE LA CONDUCTA - Presupuestos El segundo presupuesto para 
imponer una sanción administrativa es que el comportamiento además de ser típico sea 
antijurídico. En la construcción tradicional del derecho penal se ha exigido que la conducta 
no sólo contradiga el ordenamiento jurídico (antijuridicidad formal) sino que además dicha 
acción u omisión lesione de manera efectiva un bien jurídico o por lo menos lo coloque en 
peligro (antijuridicidad material). Esta construcción constituye el punto de partida para la 
delimitación de este presupuesto en el derecho administrativo sancionatorio, sin embargo 
como ocurre con otras instituciones y principios es inevitable que sea objeto de matización y 
por ende presente una sustantividad propia. (…)  
 
La culpa se constituye en el factor exclusivo de atribución en el ámbito sancionatorio. Por 
contera, la posibilidad de declarar responsabilidad depende en todo momento de la necesaria 
realización de un juicio de reprochabilidad que implica que sólo actúa culpablemente aquella 



 
 

 

persona que de acuerdo con el ordenamiento jurídico podía proceder de otra manera; por 
consiguiente, luego de este juicio genérico de culpabilidad si procede aplicar técnicas 
concretas para su determinación (imputación propiamente dicha) precisando (de acuerdo 
con el injusto) si el comportamiento se realizó a título de dolo o culpa. (…) salvo disposición 
expresa en contrario, al operador administrativo corresponde constatar la existencia del 
elemento culpabilidad y para ello debe acreditar tres componentes: 1. La imputabilidad, toda 
vez que debe establecer que el sujeto pasivo del poder punitivo tiene la capacidad de 
responder; 2. La relación psíquica entre el administrado sobre el que recae la sanción y el 
hecho descrito como infracción administrativa. En otros términos debe establecer la intención 
y determinar si se actuó a título de dolo o culpa, y; 3. La no existencia de supuestos facticos 
que excluyan la responsabilidad. (…) la exigencia de culpabilidad tiene como manifestación 
en el derecho administrativo sancionatorio el principio de personalidad de las sanciones, 
mediante el cual se impone un límite al ius puniendi del Estado comoquiera que la 
responsabilidad derivada del ilícito administrativo no puede extenderse a un sujeto distinto 
del infractor, llegar a una conclusión distinta supondría suprimir la exigencia de dolo o culpa 
en la realización del supuesto de hecho prohibido en la norma. 

 
Asi mismo, estableció una serie de garantías aplicables dentro del procedimiento sancionatorio: 

 
La presunción de inocencia va acompañada de otra garantía: “el in dubio pro administrado”, 
toda vez que si el Estado no cumple con la carga probatoria que le corresponde y existen 
dudas razonables respecto de la responsabilidad de quien esta siendo objeto de investigación, 
la única respuesta posible es la exoneración. No obstante lo anterior, es indispensable señalar 
que los principios de presunción de inocencia y de “in dubio pro administrado”, admiten 
modulaciones en derecho administrativo sancionatorio que incluso podría conducir a su no 
aplicación, es decir procedimientos administrativos sancionatorios en los que se parte de la 
regla inversa. (…) No se trata de un régimen de responsabilidad objetiva sino de una 
reasignación de la carga probatoria, la responsabilidad sigue siendo subjetiva porque como 
se desprende de lo afirmado existe la posibilidad de exoneración comprobando un 
comportamiento ajustado al deber objetivo de cuidado.  

 
Es así como el artículo 867 de la Ley 1474 de 2011, reguló integralmente el procedimiento para 

imponer sanciones al contratista, sujeto en todo caso, a que se hayan pactado expresamente en el 
contrato estatal –las faltas y la sanción8- y se acrediten los supuestos para imponer la sanción, esto 

es, que se pruebe la culpa del contratista y que, además incurrió en un incumplimiento contractual 

de alguna obligación estipulada en el contrato.   
 

 
7
 El Consejo de Estado, apuntó frente a la vigencia del artículo 86 de la Ley 1474 de 2011, lo siguiente: “En estos términos, 

por fin cumplió el Congreso con la exigencia de la reserva de ley que el procedimiento sancionatorio impone para aplicar una 
medida de esta naturaleza, la cual hasta la expedición de la Ley 1474 se toma directamente del Código Contencioso 
Administrativo, a falta de norma legal especial” Sección Tercera, Subsección “C”, Sentencia de 29 de agosto de 2012, 
Expediente 21.430, C.P. Enrique Gil Botero.    
8
 El Consejo de Estado, sostuvo que, si las faltas y la sanción no están contempladas en el contrato estatal, la administración, 

no podrá imponer multa alguna al contratista.  En ese sentido, la corporación, sostuvo: “En tal caso, el núcleo mínimo de este 
derecho exige que una norma –legal o contractual- contemple la falta y la sanción.  Si ni siquiera lo hace el contrato, la 
administración no puede imponer sanciones, so pena de violar el debido proceso”. Sección Tercera, Subsección “C”, 
Sentencia del 25 de julio de 2011, Expediente 20.279, C.P. Olga Valle de Dela Hoz. 



 
 

 

No basta entonces con demostrar el incumplimiento por acción u omisión, sino que es menester 

probar la culpa del contratista.  Precisamente, la Corte Constitucional9, se ha ocupado de estudiar el 
tema en materia sancionatoria administrativa, para sostener lo siguiente: 

 

“La exigencia de que en materia sancionatoria deba tenerse en cuenta siempre la conducta 
del justiciable implica que la imposición de la sanción sólo es posible si el sujeto 

activo ha cometido falta con dolo o culpa, esto es, con conocimiento y voluntad 
positiva en la obtención de los resultados de su comportamiento, o con simple 

conocimiento del mismo, pero en inobservancia de un “deber de cuidado y 
diligencia”. 

 

En otros términos, para imponer la sanción penal, disciplinaria o administrativa no basta 
con que el actor ejecute el comportamiento reprochable: es requisito sine qua non 

que la autoridad sancionatoria verifique las condiciones en que se produjo la falta 
y examine el grado de conocimiento y voluntad que intervinieron en la 

configuración del comportamiento.  Por ello la Corte ha dicho que la culpa es supuesto 

“ineludible y necesario de la responsabilidad y de la imposición de la pena lo que significa 
que la actividad punitiva del estado tiene lugar tan solo sobre la base de la responsabilidad 

subjetiva de aquellos sobre quienes recaiga”.  En esta línea, la corriente contemporánea del 
derecho sancionatorio ha propugnado la consolidación de la culpabilidad como elemento 

protagónico del derecho de la sanción, llegando incluso a elevarla Arango de principio 
fundante constitucional de tal disciplina. (…) 

 

Ciertamente, la proscripción de la responsabilidad objetiva que acoge el régimen jurídico 
colombiano impone la restricción de sancionar la conducta por el sólo hecho de la 

ocurrencia del resultado y exige, en cambio, verificar la finalidad dolosa o culposa en la 
ejecución de la acción que se investiga” 

 

Como ya lo vimos anteriormente, en Colombia se ha planteado la discusión para indagar si la 
responsabilidad objetiva está proscrita en el derecho administrativo, pues en este caso, la 

administración debe sustentar bajo supuestos legales si resulta válido el imputarle responsabilidad al 
contratista sin que se llegare a establecer su actuar bajo la óptica de una responsabilidad objetiva, 

pues, en ese sentido, la jurisprudencia de la H. Corte Constitucional ha determinado que la 
responsabilidad por las infracciones administrativas se impone a los infractores en la medida en que 

su acción delictuosa haya causado un verdadero perjuicio a la Administración, y es claro para el 

presente caso que dicho daño no resulta plenamente demostrado, y no se establece en qué medida 
el contratista ha actuado baso supuestos de culpa o dolo, o si verdaderamente puede existir hechos 

extraños que lo exoneren de responsabilidad, como en la presencia de caso fortuito, fuerza mayor, 
hechos de terceros, o en eventos que resulten ajenos a la voluntad del contratista. 

Y de esta manera, la Corte Constitucional, ha concluido lo siguiente: 
 

“De conformidad con el artículo 29 constitucional, “Toda persona se presume inocente 
mientras no se le haya declarado judicialmente culpable”.  La introducción del elemento de 
culpabilidad como condicionamiento de la imposición de la sanción constituye la declaración 
inequívoca de que el régimen sancionatorio colombiano proscribe la responsabilidad objetiva 
como fuente de responsabilidad personal. 

 
9
 Sentencia C-545 del 18 de julio de 2007, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 



 
 

 

 

Lo anterior implica que le régimen sancionatorio nacional impide la asignación de 
sanciones por la sola realización de la conducta.  El modelo de responsabilidad objetiva 
persigue la sanción de la conducta que se ajusta a la descripción del tipo punible, sin reparar 
en el grado de conocimiento y volición del sujeto que la realiza.  Ello quiere decir que el 
modelo de responsabilidad objetiva niega, de suyo, el principio de culpabilidad.” 
(Negrilla y subrayado fuera de texto)        
  

Es preciso advertir que la Entidad Estatal, debe atender la carga que se impone derivada del artículo 
83 de la Constitución Política (Principio de Presunción de la Buena Fe), siendo necesario que el Estado 

sea quien desvirtué la presunción de buena fe del administrado en la mayoría de los casos:  

 
“Corresponde al Estado cumplir una carga probatoria y argumentativa inicial suficientemente 
rigurosa para que se pueda deducir que el tercero obró de mala fe. Una vez cumplida esta 
carga por el Estado, dicho tercero puede demostrar que esta deducción es 
equivocada puesto que en realidad actuó de buena fe, en los términos 
anteriormente señalados” Corte Constitucional, Sentencia C-616 de 2002, Magistrado 
Ponente Dr. Manuel Jose Cepeda Espinosa. (Resaltado nuestro) 

 
Dicha presunción, se encuentra consagrada también en el artículo 29 de la Constitución Política y, 

respecto de su aplicación en materia de contratación estatal, ha expresado el Consejo de Estado:  
 

“Su espacio de aplicación se expresa en el deber que asume la administración de demostrar 
que el contratista ha incumplido alguna de sus obligaciones o deberes, si pretende 
sancionarlo por ello, como quiera que la presunción de que no es responsable lo protege.  
En esta perspectiva, la carga de acreditar la mora o el incumplimiento recae en la 
administración, como titular del ius puniendi administrativo, y por eso requiere pruebas al 
interior del respectivo proceso para desvirtuar la presunción que el contratista tiene en su 
favor, por disposición constitucional”2. 2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, auto de 17 de febrero de 2013, expediente 

52001-23-31-000-2012-00209-01 (45316).  
 

En efecto, para en el presente caso, podemos identificar la presencia de algunas situaciones que que 
impedirían que se pueda asignar una consecuencia jurídica en el marco del debido proceso regulado 

en el artículo 86 de la Ley 1474 del 2011 y son las siguientes: 

 
FALTA DE PLANEACIÓN DE LA ENTIDAD  

Este principio ha sido definido por el Consejo de Estado en sentencia del 20 de octubre de 2014, de 

la siguiente forma: 

“el principio de planificación en materia contractual es uno de los pilares que se convierte en 

un elemento primordial, pues es a partir de este que se racionaliza el gasto público, por lo 
tanto, debe estar precedido de un conjunto de estudios dirigidos a establecer su viabilidad 

técnica y económica y el impacto social. Es así como debe existir una sólida justificación del 

gasto con el objeto de optimizar el manejo de los recursos estatales. 



 
 

 

En tal virtud, con anterioridad a la apertura del proceso de selección del contratista, la entidad 

contratante debe elaborar los estudios previos necesarios que permitan establecer la 

conveniencia, las necesidades y los servicios o los bienes que pretenda contratar.” 

En efecto, debe recordarse, que los contratos se rigen bajo el principio de planeación, entendido 

como aquellas actividades que deben realizar las entidades del estatales encaminadas a determinar, 
de forma precisa, la necesidad pública que se pretende satisfacer, el objeto a contratar y los recursos 

con cargo a los cuales ejecutará el contrato, todo lo cual tiene como fin último satisfacer el interés 

general, haciendo uso de los recursos públicos de manera eficiente y eficaz. 

Este principio se materializa cuando el actuar de las entidades públicas es coordinado, lo cual se 
resume en una serie de disposiciones legales y reglamentarias que imponen un determinado 

comportamiento a cargo de las Entidades Estatales, por ejemplo, con la apropiación de los recursos 

necesarios para el pago de las obligaciones derivadas de un contrato estatal, la elaboración de 
estudios previos con la finalidad de determinar con precisión la necesidad pública a satisfacer y el 

objeto a contratar, la elaboración de estudios y diseños que permitan establecer la viabilidad del 
proyecto a contratar, así como la elaboración de pliegos de condiciones que contengan reglas claras 

y objetivas tendientes a lograr la selección de la oferta más favorable para la administración, entre 

otras. 

En este sentido, lo que busca el principio de planeación es evitar la improvisación de las entidades al 

momento de celebrar contratos, situación que para el presente caso no se vislumbra por cuanto es 
claro que la entidad, dentro de la ejecución improvisó y cambió en su gran mayoría, las actividades 

que se tenían previstas para ejecutar el contrato, actividades que ya se encontraban definidas desde 
los mismos estudios previos, y que sin lugar a dudas causo situaciones de retraso en la ejecución del 

contrato. 

El referido contrato constituyó un pacto consecuencia de una violación al Principio de Planeación, 

que afecta directamente su objeto, tornándolo ilícito y afectándolo de NULIDAD ABSOLUTA; por lo 

que no podría ser exigible el cumplimiento de un contrato que adolece de tales circunstancias.  

  

En ese sentido, señala el Consejo de Estado en sentencia 2012-00012 DE 10 DE DICIEMBRE DE 2015 

lo siguiente:  

  

“Si el principio de planeación en los contratos estatales es una exigencia perentoria del 

ordenamiento jurídico, no puede entenderse, sino de manera irrazonable, que se sostenga 

que su violación no constituye un objeto ilícito y que no sea una causa de nulidad absoluta 

del negocio jurídico respectivo. Y no se olvide que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 

1742 del Código Civil y en el artículo 45 de la Ley 80 de 1993, la nulidad absoluta puede y 

debe ser decretada de oficio por el juez cuando aparezca de manifiesto en el acto o contrato, 

y siempre y cuando estén presentes en el proceso todas las partes que lo celebraron, 

posibilidad que constituye un poder-deber para el juzgador y por lo tanto, como deber, no 

puede eludirse ni excusarse cada vez que se reúnan los presupuestos para decretar 

oficiosamente la invalidez absoluta. En efecto, si se tiene en cuenta que la nulidad absoluta 

protege fundamentalmente el interés general que envuelve el orden público y las buenas 



 
 

 

costumbres, se entiende y se justifica ese control de legalidad que el orden jurídico ha puesto 

en manos de los juzgadores”[1].  

 
Al respecto y para demostrar esta falta de planeación, debemos verificar el siguiente alcance 

presupuestal y de ejecución que ha tenido el contrato, con unos momentos marcados de ejecución 
así 

 
Excepción de contrato no cumplido por falta de pago 

Conforme a lo anterior estaríamos frente a lo que se ha denominado como excepción de contrato no 

cumplido, que ha sido definida por el Consejo de Estado, mediante sentencia del 13 de septiembre 

de 2001, expediente 12722, de la siguiente forma: 

 

“La exceptio non adimpleti contractus es una regla legal y de equidad que orienta los 

contratos que son fuente de obligaciones correlativas o sinalagmáticas; está prevista así en 

el Código Civil: “En los contratos bilaterales ninguno de los contratantes está en mora dejando 

de cumplir lo pactado, mientras el otro no lo cumpla por su parte, o no se allana a cumplirlo 

en la forma y tiempo debidos.” (art. 1609). Por virtud de la excepción de contrato no cumplido 

la parte contratista está legitimada, legalmente, para no ejecutar sus obligaciones mientras 

su co contratante no ejecute las propias”. (subrayado fuera del texto original) 

 

 

SOLICITUD DE PRUEBAS 

De conformidad a lo señalado en el literal b del artículo 86 de la ley 1474 del 2011, y en concordancia 

a lo señalado en el artículo 40 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, que a la letra señala: 

“Artículo 40. Pruebas. Durante la actuación administrativa y hasta antes de que se profiera 
la decisión de fondo se podrán aportar, pedir y practicar pruebas de oficio o a 
petición del interesado sin requisitos especiales. Contra el acto que decida la solicitud 
de pruebas no proceden recursos. El interesado contará con la oportunidad de controvertir 
las pruebas aportadas o practicadas dentro de la actuación, antes de que se dicte una 
decisión de fondo.” (Resaltado nuestro) 

En ese orden de ideas, ruego al Despacho, a fin de establecer la realidad material del asunto, y toda 

vez que resultan útiles necesarias y pertinentes respecto a la comprobación del presunto 

incumplimiento, así como de las consecuencias que se derivan en la presente actuación 
administrativa, además de las que considere pertinentes decretar de oficio, de acuerdo con la facultad 

que le otorga el artículo 213 de la Ley 1437 de 2011, que se decreten las siguientes pruebas: 
 

 

DOCUMENTALES 
 

Se aporta carpeta con un total de 23 archivos PDF con un peso total de 33,5 MB 
 



 
 

 

https://drive.google.com/drive/folders/18Z6xeZnoK86-TGNfJUjVjuoDy_hCz6vQ?usp=sharing  

 
DOCUMENTALES SOLICITADAS  

 

• DOCUMENTO en el que conste el estado actual de los procedimientos administrativos con 
radicado 2024-EE-00534 y el 2024-EE-36428 y si se expidió algún Acto Administrativo. 

 

• DOCUMENTO DE NO SUSCRIPCIÓN DE PRÓRROGAS EMITIDO POR LA INTERVENTORÍA 

CONSORCIO INTER– REDES. 
 

• DOCUMENTO O EQUIVALENTE DE empalme o comunicados que demuestren el deber de 

información la diligencia de la obtención de la información de una interventoría a otra y de 
la entidad a la nueva interventoría 

 

• DOCUMENTO Solicitud de documento de fechas de órdenes de pago de todos los cortes 

1,2,3,4,5 y 6. 
 

PRUEBA POR INFORME  
 

Prueba que se solicita de manera subsidiaria si se niega la prueba de mesa técnica descrita en el 

numeral 5.3, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 275 del Código General del Proceso, el 
cual dispone: 

 
“A petición de parte o de oficio el juez podrá solicitar informes a entidades públicas o privadas, 
o a sus representantes, o a cualquier persona sobre hechos, actuaciones, cifras o demás 
datos que resulten de los archivos o registros de quien rinde el informe, salvo los casos de 
reserva legal. Tales informes se entenderán rendidos bajo la gravedad del juramento por el 
representante, funcionario o persona responsable del mismo. 
 
Las partes o sus apoderados, unilateralmente o de común acuerdo, pueden solicitar ante 
cualquier entidad pública o privada copias de documentos, informes o actuaciones 
administrativas o jurisdiccionales, no sujetas a reserva legal, expresando que tienen como 
objeto servir de prueba en un proceso judicial en curso, o por iniciarse.” 

 

Solicitamos AL INTERVENTOR, rinda informe respecto al estado en como recibió el contrato, que ya 
contaba con aprobación que no y un informe detallado respecto a el procedimiento de aprobación 

del corte 7 y 8, las solicitudes de aprobación de ingreso de personal y material que solicitaron y en 
si una manifestación respecto a los descargos presentados por el contratista, así como las acciones 

tomadas para evitar este tipo de situaciones que están llevando a un perjuicio para el contratista, 

entre las cuales está la de adelantar el trámite de liquidación bilateral del contrato. 
 

 
TESTIMONIOS  

 

Solicito se pueda tomar el testimonio técnico del señor Somerzo Rauf Mendivil Tovar, identificado 
con cédula de ciudadanía No. CC 92.556.826, quien fungió como Director de Obra, en la etapa 

subsiguiente al reinicio, quien expondrá desde el punto de vista técnico las dificultades técnicas y 
administrativas que tuvierón que ser asumidas por el Consorcio, así como la viabilidad del plan de 

contingencia No. 1 que fue presentado por el Contratista 

https://drive.google.com/drive/folders/18Z6xeZnoK86-TGNfJUjVjuoDy_hCz6vQ?usp=sharing


 
 

 

 

El señor Somerzo Rauf Mendivil Tovar puede ser notificado en el celular +57 304 2461557 y en 
el correo c somerzomendiviltovar@gmail.com .   

 

 
 

II. NOTIFICACIONES 
 

Recibiremos notificaciones en el correo electrónico i.teran@tlegal.co  
Sin otro particular, 

   

 
Atentamente 

 
 

 

 
 

IVÁN MARCELINO TERÁN LARA 
Cedula 1.010.2020.406. 

T.P 287.629 
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